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cial, como consecuencia de la existencia 
de enfermedades preexistentes o cambio 
en el rango etario (por cumplir 65 años 
en general). En este sentido, se los invita a 
continuar con la cobertura privada como 
adherente directo y a su exclusivo costo, 
pagando la cuota total.

Dicho aliciente es lesivo para el jubila-
do, puesto que mediante dicha artimaña 
se evita reconocerle la antigüedad que tie-
ne en la obra social. A esto se suele añadir 
que el solicitante no cuenta con aportes 
realizados desde su condición de jubilado 
y que, por ende, debe pagar como si fuese 
un nuevo afiliado.

Como se advirtió precedentemente, el 
vínculo de origen entre el jubilado y la obra 
social o empresa de medicina prepaga no 
se encuentra rescindido si aquel no ma-
nifiesta en forma expresa su voluntad de 
hacerlo. A su vez, debe tenerse presente 
que el jubilado que se encuentra en dicha 
situación sí efectuó aportes y contribu-
ciones durante su vida laboral activa, sea 
motu proprio o mediante su empleador. 
Por tanto, existe una contraprestación real 
por parte del jubilado y, en forma recípro-
ca, un deber de justicia por parte de la obra 
social de reconocerle el derecho a la per-
manencia y evitar vulnerar su derecho a la 
asistencia médica.

Puede observarse que existen límites 
jurídicos que obstaculizan dicho accionar 
desleal de los agentes privados de salud. 

El art. 17 del dec. 1993/2011 establece que 
“Cuando se trate de planes con diferen-
ciación de la cuota por plan y por grupo 
etario, solo se admitirá el cambio de cate-
goría de cuota cuando el mismo haya sido 
expresamente previsto en el contrato de 
afiliación. La relación de precio entre la 
primera franja etaria y la última no puede 
presentar una variación de más de tres (3) 
veces, siendo que la primera franja será la 
menos onerosa y la última la más onerosa”. 
Asimismo, la ley 26.682 de Medicina Pre-
paga también se expide sobre la regulación 
de los aumentos para personas mayores de 
edad y, en su art. 12, establece que “En el 
caso de las personas mayores de sesenta y 
cinco (65) años, la Autoridad de Aplicación 
debe definir los porcentajes de aumento 
de costos según el riesgo para los distintos 
rangos etarios”. A reglón seguido, y a modo 
de coto, deja explícito que “A los usuarios 
mayores a sesenta y cinco (65) años que 
tengan una antigüedad mayor a diez (10) 
años en uno de los sujetos comprendidos 
en el artículo 1º de la presente ley no se les 
puede aplicar el aumento en razón de su 
edad” (14).

Por consiguiente, la obra social o empre-
sa de medicina prepaga no tiene potestad 
para exigirle al jubilado un valor diferen-
cial a fin de mantener su cobertura médi-
ca. Solo puede determinar los aumentos 
en el contrato primigenio (al momento de 
la afiliación). El beneficiario tiene dere-
cho a seguir gozando de su cobertura de 
salud en las mismas circunstancias ante-

riores a su condición de jubilado, con el 
debido respeto de su antigüedad. Los úni-
cos aumentos de la cuota que puede re-
cibir son los permitidos por la normativa 
ya citada y los que autorice el Ministerio 
de Salud. El corolario de esta situación 
lo prevé el art. 1º de la res. 163/2018 que 
establece que todo usuario que reciba 
cobertura médico asistencial, aunque pa-
dezca un cambio en su condición de afi-
liado, “tendrá derecho a solicitar la conti-
nuidad en la entidad, en cualquiera de los 
planes que esta comercialice al público 
en general, sin limitación alguna por tipo 
de plan y conservando su antigüedad, sin 
que se le pueda exigir valor diferencial al-
guno en concepto de situaciones preexis-
tentes” (15).

III. Conclusión

En virtud de lo desarrollado previamen-
te, puede advertirse que los afiliados tienen 
el derecho de optar por la permanencia en 
su obra social de origen y recibir la cober-
tura de salud correspondiente, luego de 
jubilarse. Existe una normativa nacional 
que es clara y permite dar respuesta a los 
diferentes subterfugios que esgrimen las 
obras sociales y demás agentes privados 
de salud, para evitar tener que solventar 
la cobertura de afiliados que por su edad 
avanzada se vuelven onerosos para el sis-
tema de salud. Así, con base en lo señalado 
se tiene que: 1. para el caso de los jubilados 
que se encuentran afiliados con anteriori-
dad a la adquisición de dicha condición, 

es erróneo supeditar su permanencia a las 
obras sociales bajo el argumento de la falta 
de inscripción en el Registro de Agentes del 
Sistema de Seguro de Salud para la aten-
ción Médica de Jubilados y Pensionados. 
Esto se debe a que es incongruente realizar 
diferencias entre otras sociales registradas 
y no registradas cuando la ley no las hace. 
2. Desde un plano jurídico es falso que una 
vez que el afiliado se jubila, este pasa a for-
mar parte del INSSJP en modo inmediato y 
automático y que, por ende, la obra social 
no puede seguir manteniendo su presta-
ción médica, caso contrario incurriría en 
una acumulación de coberturas. Esto se 
debe a que el traspaso al PAMI solo puede 
darse bajo la voluntad manifiesta del afilia-
do, cualquier interpretación que impongan 
una presunción en contra de su voluntad 
es arbitraria y falaz. 3. Los afiliados que ad-
quieren la condición de jubilados pueden 
seguir permaneciendo en su obra social 
de origen sin tener que volver a ser contra-
tados. En este aspecto, no hay una nueva 
contratación, sino permanencia. Es indebi-
do exigirle al jubilado un valor diferencial 
en el pago de la cobertura de salud, sea 
por la existencia de enfermedades preexis-
tentes o por rango etario. Para un jubilado 
que goza de la antigüedad necesaria dentro 
de la obra social determinada por ley, los 
únicos aumentos que debe afrontar son los 
estipulados por el Ministerio de Salud de la 
Nación.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/841/2023
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I. La autonomía progresiva del adolescen-
te en el ejercicio del derecho a la salud

El Código Civil y Comercial de la Repú-
blica Argentina, vigente desde agosto de 
2015, adoptó un sistema gradual de capa-
cidad para el menor de edad con relación 
a determinados actos (1). El fundamento de 
ello es el principio de autonomía progresi-
va, el cual fue incorporado al Código Civil 
y Comercial en la regulación de la respon-
sabilidad parental, en estos términos: “la 
autonomía progresiva del hijo conforme a 
sus características psicofísicas, aptitudes y 
desarrollo. A mayor autonomía, disminuye 
la representación de los progenitores en el 
ejercicio de los derechos de los hijos” (2). 
Cabe aclarar que este principio ya formaba 

parte del ordenamiento jurídico argentino 
desde la reforma constitucional del año 
1994, que incluyó la Convención de los 
Derechos del Niño (CDN) entre los trata-
dos internacionales que ostentan jerarquía 
constitucional conforme el art. 75 inc. 22 
de la Constitución Nacional. En efecto, el 
art. 5 del referido instrumento, al disponer 
que los Estados deben respetar a los pa-
dres —o a quienes los sustituyan legítima-
mente—, en el ejercicio de sus responsabi-
lidades, señala que estos deben dar al niño 
dirección y orientación teniendo en cuenta 
la evolución de sus facultades, en orden al 
ejercicio de sus derechos (CDN, art. 5). Y 
el art. 12 determina que el niño que posee 
discernimiento debe ser escuchado y su 
opinión tenida en cuenta en toda cuestión 

que lo involucre. Asimismo, especifica el 
derecho del menor a ser escuchado direc-
tamente o por medio de un representante o 
un órgano adecuado en todos los procedi-
mientos judiciales o administrativos que lo 
atañan (CDN, art. 12) (3).

Ahora bien, tal como señala Lafferrière (4), 
la autonomía progresiva debe necesariamen-
te complementarse con el art. 26, primera 
parte, que dispone que “la persona menor 
de edad ejerce sus derechos a través de sus 
representantes legales. No obstante, la que 
cuenta con edad y grado de madurez su-
ficiente puede ejercer por sí sola los actos 
que le son permitidos por el ordenamien-
to jurídico” (5). Es decir, que, en los casos 
previstos legalmente, si cuentan con edad y 

grado de madurez suficiente, podrán ejer-
cer los actos por sí mismos (6). Continúa el 
artículo señalando que, en situaciones de 
conflicto de intereses con sus representan-
tes legales, puede intervenir con asistencia 
letrada. Asimismo, reconoce el derecho 
de la persona menor de edad a ser oída en 
todo proceso judicial que le concierne, así 
como a participar en las decisiones sobre 
su persona.

Por su parte, entre los actos permitidos 
por el ordenamiento jurídico, este art. 26, 
en sus párrs. 4to y 5to, contempla lo rela-
tivo a los tratamientos médicos a través de 
un régimen jurídico especial a partir de 
los 13 años, en consonancia con la postura 
adoptada por el Código Civil y Comercial 

(14) Defensoría del Pueblo de la Nación, “Resolución 
000097/22-Actuación N” 8066/22”, 16/12/2022.

(15) La Cámara en lo Civil y Comercial Federal expresó 
en el caso “R., S. M.” que “la cláusula contractual que fa-

culta a la empresa médica a imponer aranceles adiciona-
les por edad resulta abusiva (arts. 37 y 38 de la ley 24.240 
y anexo I de la resolución 9/04 de la Secretaría de Coordi-
nación Técnica del Ministerio de Economía y Producción 

de la Nación; en esta línea, FARINA, Juan M., “Defensa 
del consumidor y del usuario”, p. 406). De tal modo, coli-
siona con el art. 42 de la Constitución Nacional, en cuan-
to garantiza a los consumidores el derecho a la protec-

ción de su salud, seguridad e intereses económicos, así 
como de trato equitativo y digno” (CNFed. Civ. y Com., 
sala II, “R., S. M. c/ CEMIC s/ Sumarísimo, 31/08/2010), 
TR LALEY AR/JUR/47088/2010.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
( 1 )  HERRERA, Marisa,  “Autonomía progresi-

va de niñxs y adolescentes y bioética: una intersec-
ción en (de/re)construcción”, en Pensar en Derecho, 
14, Buenos Aires, 2019, p. 45. URI http://hdl.handle.

net/11336/163028
(2) Código Civil y Comercial de la Nación, art. 639 in-

ciso b.
(3) NIETO, María Bibiana, “Derechos personalísimos 

y autonomía progresiva del menor de edad en Argenti-

na: sus derechos a la intimidad, al honor y a la imagen”, 
en Revista de Derecho, 21, Buenos Aires, 2020, ps. 93-
94. DOI https://doi.org/10.22235/rd.vi21.2003

(4) LAFFERRIÈRE, Jorge Nicolás, “¿Solos con su 
cuerpo?, p. 69.

(5) Código Civil y Comercial de la Nación, art. 26 pri-
mera parte.

(6) NIETO, María Bibiana, “Derecho a la intimidad 
del niño: alcances de su protección jurídica”, Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, El Derecho, 2020, p. 156.
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que distingue la noción de niño (persona 
hasta los 13 años), del adolescente (de 13 a 
18 años) (7), diferenciando dos rangos eta-
rios, 13 a 16 y 16 a 18:

Artículo 26: (…) Se presume que el adoles-
cente entre trece y dieciséis años tiene apti-
tud para decidir por sí respecto de aquellos 
tratamientos que no resultan invasivos, ni 
comprometen su estado de salud o provo-
can un riesgo grave en su vida o integridad 
física. Si se trata de tratamientos invasivos 
que comprometen su estado de salud o está 
en riesgo la integridad o la vida, el adoles-
cente debe prestar su consentimiento con la 
asistencia de sus progenitores; el conflicto 
entre ambos se resuelve teniendo en cuenta 
su interés superior, sobre la base de la opi-
nión médica respecto a las consecuencias o 
no del acto médico. A partir de los dieciséis 
años el adolescente es considerado como un 
adulto para las decisiones atinentes al cui-
dado de su propio cuerpo.

En definitiva, según el sistema estable-
cido por el Código Civil y Comercial, los 
niños se pueden encontrar en tres situa-
ciones diferentes, según la edad y grado de 
madurez, al momento de ejercer sus dere-
chos (8):

Hasta los 13 años los niños están sujetos 
a la representación de sus padres, o en su 
defecto, a la del tutor que se les nombre 
para la realización de actos jurídicos. A su 
vez, para la toma de decisiones sobre su 
persona, tienen derecho a ser oídos y a par-
ticipar en las decisiones.

Entre los 13 y 16 años se presume que 
los menores tienen competencia para de-
cidir por sí mismos sobre “tratamientos 
no invasivos”, que no comprometan grave-
mente ni el estado de salud, ni la vida, ni 
la integridad física. Si la decisión a tomar 
hace referencia a un “tratamiento invasi-
vo” que compromete el estado de salud, la 
vida o la integridad física, deben concurrir 
de manera conjunta el consentimiento del 
adolescente y el de sus progenitores. Y en 
caso de desacuerdo, teniendo en cuenta la 
opinión médica al respecto y el interés su-
perior del niño, el juez competente resolve-
rá el conflicto.

A partir de los 16 años el adolescente tie-
ne capacidad plena, porque el Código Civil 
y Comercial lo asimila a un adulto, para las 
decisiones sobre el cuidado de su propio 
cuerpo.

Para entender cabalmente el origen de 
esta ampliación de la capacidad de los 
adolescentes para decidir sobre actos mé-
dicos, hay que remontarse a los debates 
sobre el acceso de los adolescentes al uso 
de anticonceptivos, surgidos en el caso 
“Gillick” (9). En esta sentencia, se sostu-
vieron criterios relativos a la competencia 
para decidir sobre anticoncepción para 
menores de 16 años, aclarándose que no 
es suficiente que la niña implicada en el 
caso entienda la naturaleza de la infor-
mación que se le está brindando, sino que 
además debe tener la “madurez suficiente” 
para entender qué está en juego. Y además 
se sostuvo que los derechos de los padres 

ceden ante el derecho del niño a tomar 
sus propias decisiones cuando alcanza 
una comprensión suficiente y un discerni-
miento para ser capaz de formar su propia 
decisión en la materia que requiere deci-
sión (10). En coincidencia con el citado 
caso, en Argentina, la temática de la salud 
sexual fue la primera en donde se planteó 
la discusión acerca de la capacidad de los 
menores de edad para intervenir por sí 
mismos en temas médicos.

I.1. Tratamientos médicos implicados en 
el art. 26 CCyC

Al regular la mayor autonomía para la 
realización de ciertos actos referidos a la 
salud, el Código Civil y Comercial apeló 
a términos distintos como “tratamientos”, 
“acto médico” y “cuidado de su propio 
cuerpo”, así como también a conceptos ju-
rídicos abiertos y flexibles (11) como trata-
mientos “invasivos”, “no invasivos”, “com-
prometen su estado de salud” y “provocan 
un riesgo grave en su vida o integridad 
física”.

Esta utilización del lenguaje es criticada 
por Tobías, que hace foco en la distinción 
entre actos que comprometen la salud, ya 
que sostiene que cualquier tratamiento 
médico busca mejorar o preservar la sa-
lud y no comprometerla. Asimismo, señala 
la problemática que encierra la expresión 
“invasivo”, en tanto no aclara si se refiera a 
lo corpóreo o también a lo psíquico (12). En 
relación con este último término, el Diccio-
nario de la Lengua Española define a este 
adjetivo como “Dicho de un procedimiento 
diagnóstico o terapéutico: Que obliga a pe-
netrar en el cuerpo mediante una incisión 
en la piel o a introducir en él un instrumen-
to o material extraño al organismo” (13). 
Por su parte, la Enciclopedia Médica Med-
line lo describe como “aquel en el cual el 
cuerpo es ‘invadido’ o penetrado con una 
aguja, una sonda, un dispositivo o un en-
doscopio” (14).

La citada doctrina confeccionó un cua-
dro sinóptico con casos de aplicaciones 
del principio de autonomía progresiva 
en función de posibles situaciones, entre 
ellas, actos médicos, que son los relevan-
tes en esta investigación. Esta clasificación 
pareciera adoptar un criterio distinto so-
bre la invasividad anteriormente definida, 
al punto tal que sostiene, por ejemplo, que 
una sutura no sería invasiva. Entre ellos se 
incluyeron (15): vacunación, extracción de 
sangre y otros estudios no invasivos (eco-
grafía, radiografía, etc.), testeo HIV sida, 
preservativos y anticonceptivos, sutura, 
colocación de yeso o bota por esguin-
ce o fractura, colocación de DIU, opera-
ción quirúrgica (tratamiento oncológico, 
operación riesgosa), actos no invasivos 
e invasivos de cuidado al propio cuerpo, 
operación mutilante (ejemplo: cambio de 
sexo), tratamientos integrales hormona-
les, bloqueadores hormonales, ligadura 
de trompas o vasectomía, cirugía estética 
no reparadora, cirugía estética reparado-
ra, tatuaje/piercing, donación de sangre, 
interrupción del embarazo, ser donante 
de material genético, crio preservar mate-
rial genético para casos de oncofertilidad, 

ser parte en investigaciones médicas, ne-
gativa a someterse a transfusión (testigos 
de Jehová) o a intervenciones que ponen 
en riesgo la vida; o a intervenciones que 
NO ponen en riesgo la vida, ablación de 
órganos o materiales anatómicos en vida 
con fines de trasplante, implantación de 
médula ósea, ablación de órganos o ma-
teriales cadavéricos, directivas anticipa-
das, internación de personas menores de 
edad, tratamientos por adicciones, trata-
mientos psicofarmacológicos, utilización 
de camas solares.

En ese orden, se advierte una pluralidad 
de situaciones que pueden configurarse en 
la toma de decisiones de un adolescente, 
ya sea en forma positiva —consentimien-
to—, o negativa —rechazo o eventualmen-
te revocación del consentimiento.

La consecuencia de esta decisión legis-
lativa es que queda en manos de los jueces 
determinar el alcance de los mencionados 
conceptos jurídicos abiertos referidos a 
actos médicos, a la hora de zanjar las con-
troversias que, seguramente, se irán pre-
sentando en su aplicación concreta (16). 
Nieto señala que sería deseable que tam-
bién se tengan en cuenta que algunos tra-
tamientos que entrarían en la categoría 
“no invasivos” pueden comprometer el 
estado de salud del menor de edad que ha 
cumplido 13 años y, por lo tanto, deberían 
quedar fuera de su órbita de decisión por 
sí mismo (17). Por su parte, Basset sostiene 
que en los casos que arriben a los tribu-
nales deben distinguirse si están en juego 
consecuencias irreversibles para la salud, 
como así también en rechazos de trata-
mientos curativos, en cuyo caso el juez de-
berá aplicar un estándar de escrutinio más 
estricto (18).

Hasta acá hemos visto que existen di-
versas interpretaciones del art. 26 en el 
caso de los actos atinentes al derecho a la 
salud, incluyéndolos en las categorías de 
tratamientos “invasivos” y “no invasivos”. 
Creemos que las mismas deberían afir-
marse de manera tal que protejan los de-
rechos personalísimos del adolescente, ya 
que para ciertos actos todavía no posee la 
madurez suficiente para discernir, decidir 
y/o asumir las consecuencias de ciertos ac-
tos —entre los cuales pueden traerse los ya 
enumerados—, y necesite de la asistencia y 
contención de sus progenitores.

I.1.a. Análisis de las proyecciones del ar-
tículo 26 CCyC sobre leyes especiales en el 
ámbito de la salud

Ahora bien, yendo en particular al tema 
que nos compete, la doctrina advirtió el 
interrogante que surge en torno a cuál re-
gulación cabría aplicar cuando se encuen-
tran en pugna los supuestos del art. 26 y 
las leyes especiales, que regulan distintos 
aspectos de la salud y las decisiones sobre 
el propio cuerpo. Veamos algunos ejem-
plos:

1) La ley 22.990 de Sangre (19)

En el caso de la ley 22.990 de Sangre 
Humana, esta cuenta con su art. 44 que 

dispone que “podrá ser donante toda 
persona que, además de los requisitos 
de salud que establece la presente ley y 
su reglamentación, se encuadre en las si-
guientes condiciones: a) Poseer una edad 
entre dieciséis (16) y sesenta y cinco (65) 
años. B)  Los menores de dieciocho (18) 
años deberán contar con la autorización 
de sus padres o de sus representantes le-
gales...”

Se advierte, por un lado, una convergen-
cia con el art. 26 en su última parte cuando 
se refiere a los adolescentes mayores de 16 
años. Ellos pueden donar sangre tanto por 
la habilitación del artículo 26 como por el 
art. 44 de la ley 22.990. Sin embargo, el in-
ciso b) de este añade el requisito de la au-
torización de los padres o representantes 
legales. Es decir, que en este caso aun te-
niendo dieciséis años el adolescente —que 
según el art. 26 tercer párrafo es conside-
rado como un adulto para las decisiones 
atinentes al cuidado de su propio cuerpo— 
indefectiblemente deberán contar con au-
torización de sus progenitores y/o repre-
sentantes legales.

2) La ley 24.193 de Ablación e Implante 
de Órganos (20)

El art. 15 de la ley 24.193 regula lo con-
cerniente a la ablación de implante de 
órganos para personas en vida: “...Solo 
estará permitida la ablación de órganos 
o materiales anatómicos en vida con fi-
nes de trasplante sobre una persona ca-
paz mayor de dieciocho (18) años, quien 
podrá autorizarla únicamente en caso 
de que el receptor sea su pariente con-
sanguíneo o por adopción hasta el cuar-
to grado, o su cónyuge, o una persona 
que, sin ser su cónyuge, conviva con el 
donante en relación de tipo conyugal no 
menos antigua de tres (3) años, en forma 
inmediata, continua e ininterrumpida. 
Este lapso se reducirá a dos (2) años si 
de dicha relación hubieren nacido hijos. 
En todos los casos será indispensable el 
dictamen favorable del equipo médico a 
que se refiere el artículo 3º. De todo lo ac-
tuado se labrarán actas, por duplicado, un 
ejemplar de las cuales quedará archivado 
en el establecimiento, y el otro será remi-
tido dentro de las setenta y dos (72) horas 
de efectuada la ablación a la autoridad de 
contralor. Ambos serán archivados por 
un lapso no menor de diez (10) años. En 
los supuestos de implantación de médula 
ósea, cualquier persona capaz mayor de 
dieciocho (18) años podrá disponer ser 
dador sin las limitaciones de parentes-
co establecidas en el primer párrafo del 
presente artículo. Los menores de diecio-
cho (18) años —previa autorización de su 
representante legal— podrán ser dadores 
solo cuando los vincule al receptor un pa-
rentesco de los mencionados en el citado 
precepto. El consentimiento del dador o 
de su representante legal no puede ser 
sustituido ni complementado; puede ser 
revocado hasta el instante mismo de la in-
tervención quirúrgica, mientras conser-
ve capacidad para expresar su voluntad, 
ante cuya falta la ablación no será practi-
cada. La retractación del dador no genera 
obligación de ninguna clase”.

(7) Código Civil y Comercial de la Nación, artículo 25: 
Menor de edad y adolescente. Menor de edad es la per-
sona que no ha cumplido los dieciocho años. Este Códi-
go denomina adolescente a la persona menor de edad 
que cumplió trece años.

(8) NIETO, María Bibiana, “Derecho a la intimidad 
del niño”, ps. 158-159.

(9) Tribunal de la Cámara de los Lores de Gran 
Bretaña, “Gillick v. West Norfolk and Wisbech Area 
Health Authority and Department of Health and So-
cial Security”, 17/10/1985, en British and Irish Le-
gal Information Institute [online: http://www.bai-
lii.org/uk/cases/UKHL/1985/7.html, consultado: 
28/03/2023].

(10) LAFFERRIÈRE, Jorge Nicolás, “¿Solos con su 
cuerpo?”, p. 74.

(11) Parte de la doctrina considera que son concep-
tos jurídicos indeterminados. Ver KEMELMAJER de 
CARLUCCI, Aída - HERRERA, Marisa - LAMM, Eleonora 
- FERNÁNDEZ, Silvia, “El principio de autonomía pro-
gresiva en el Código Civil y Comercial. Algunas reglas 
para su aplicación”, 2015, p. 2 [online: http://www.
saij.gob.ar/principio-autonomiaprogresiva-codigo-ci-
vil-comercial-algunas-reglas-para-su-aplicacion-prin-
cipioautonomia-progresiva-codigo-civil-comercial-al-
gunas-reglas-para-su-aplicacionnv12411-2015-08-
18/123456789-0abc-114-21ti-lpssedadevon, consulta-
do: 23/11/2022].

(12) TOBÍAS, José Washington, “Comentario a los ar-
tículos 1 a 103” en ALTERINI, Jorge Horacio, “Código Ci-
vil y Comercial Comentado. Tratado Exegético”, La Ley, 
Buenos Aires, 2019, 3ª ed., t. I, p. 283.

(13) Real Academia Española, Diccionario de la len-
gua española, Palabra: invasivo/a [en línea: https://
dle.rae.es/invasivo, consultado: 28/03/2023].

(14) Biblioteca Nacional de Medicina de los Estados 
Unidos, Enciclopedia médica, Concepto: Invasivo [en 
línea: https://medlineplus.gov/spanish/ency/arti-
cle/002384.htm, consultado: 28/03/2023].

(15) Enumeración extraída de la parte pertinente 
del cuadro sinóptico elaborado en KEMELMAJER de 
CARLUCCI, Aída - HERRERA, Marisa - LAMM, Eleo-

nora - FERNÁNDEZ, Silvia, “El principio de autono-
mía progresiva en el Código Civil y Comercial”, ob. 
cit., ps. 4-8.

(16) NIETO, María Bibiana, “Derecho a la intimidad 
del niño”, ob. cit., p. 158.

(17) NIETO, María Bibiana, “Derechos personalísi-
mos y autonomía progresiva del menor de edad en Ar-
gentina”, ob. cit., p. 111.

(18) BASSET, Úrsula, “La ley que regula las decisio-
nes sobre la muerte: la paradoja de restringir la auto-
nomía personal del paciente bajo pretexto de ampliar-
la”, en DFyP, La Ley, Buenos Aires, 2012, p. 161.

(19) Ley 22.990 (B.O.) 2/12/1983).
(20) Ley 24.193 (B.O. 26/4/1993).
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De la letra de la norma se puede adver-
tir que en principio solo pueden ser dado-
res de órganos en vida los mayores de 18 
años, con limitación de parentesco, salvo 
en los casos de implantación de médula 
ósea. Para que un menor de edad pueda 
donar en vida, se requiere que tengan au-
torización de su representante legal y vin-
culación con el receptor por los siguientes 
parentescos: pariente consanguíneo o por 
adopción hasta el cuarto grado, o su cónyu-
ge, o una persona que, sin ser su cónyuge, 
conviva con el donante en relación en rela-
ción de tipo conyugal no menos antigua de 
tres (3) años, en forma inmediata, continua 
e ininterrumpida. Este lapso se reducirá a 
dos (2) años, si de dicha relación hubieren 
nacido hijos. En todos los casos será indis-
pensable el dictamen favorable del equipo 
médico. Nuevamente se incluye entre los 
requisitos indispensables para la realiza-
ción del acto médico, a la autorización, en 
este caso, menciona en forma genérica al 
representante legal.

3) La ley 25.673 de Salud Sexual y Pro-
creación Responsable (21)

Esta norma creó el Programa Nacional 
de Salud Sexual y Procreación Responsa-
ble, en el ámbito del Ministerio de Salud, 
como respuesta a la primera problemática 
médica en la que se debate la capacidad 
legal de los menores de edad para inter-
venir por sí mismos en lo concerniente a 
su salud. En el caso particular de meno-
res de edad, el art. 4º señala: “La presente 
ley se inscribe en el marco del ejercicio 
de los derechos y obligaciones que hacen 
a la patria potestad. En todos los casos se 
considerará primordial la satisfacción del 
interés superior del niño en el pleno goce 
de sus derechos y garantías consagrados 
en la Convención Internacional de los De-
rechos del Niño...”.

Como se advierte, no hay mención ex-
presa al rango etario que dispone el art. 26. 
Sin embargo, cabe detenerse en la men-
ción a la CDN, que en su art. 24 reconoce 
los derechos a la salud, y al cual Argentina 
formuló una reserva al momento de rati-
ficar dicho instrumento donde sostuvo 
que las cuestiones vinculadas con la pla-
nificación familiar atañen a los padres de 
manera indelegable de acuerdo con prin-
cipios éticos y morales, interpretando que 
es obligación de los Estados adoptar las 
medidas apropiadas para la orientación 
de los padres y la educación para la pater-
nidad responsable.

Lafferrière (22) sostiene que el punto 
clave es la interpretación armónica de este 
artículo con el 3.2 (23) referido al interés 
superior y al 5 (24) de la misma Conven-
ción que dispone que los Estados Partes 
deberán respetar las responsabilidades, los 
derechos y deberes de los miembros de la 
familia del niño para que ejerza los dere-
chos reconocidos en el instrumento.

Así las cosas, el autor señala que de estos 
textos podemos sostener que en la Con-
vención no se establece una obligación 
del Estado de conferir una capacidad para 

consentir actos médicos a los menores de 
edad, sino que se enfatiza la importancia 
de la “orientación a los padres”. En conse-
cuencia —sostiene— cada legislación debe 
plasmar una regulación que armonice el 
respeto a los deberes y derechos de la fami-
lia, el interés superior del niño y el ejercicio 
de los derechos por sí.

Posteriormente su reglamentación por 
el Anexo I del dec.  1282/2003 (25) dispu-
so lo siguiente: “… A los efectos de la sa-
tisfacción del interés superior del niño, 
considéreselo al mismo beneficiario, sin 
excepción ni discriminación alguna, del 
más alto nivel de salud y dentro de ella de 
las políticas de prevención y atención en 
la salud sexual y reproductiva en conso-
nancia con la evolución de sus facultades. 
En las consultas se propiciará un clima de 
confianza y empatía, procurando la asis-
tencia de un adulto de referencia, en parti-
cular en los casos de los adolescentes me-
nores de catorce (14) años. Las personas 
menores de edad tendrán derecho a reci-
bir, a su pedido y de acuerdo a su desarro-
llo, información clara, completa y oportu-
na; manteniendo confidencialidad sobre 
la misma y respetando su privacidad. En 
todos los casos y cuando corresponda, por 
indicación del profesional interviniente, 
se prescribirán preferentemente métodos 
de barrera, en particular el uso de preser-
vativo, a los fines de prevenir infecciones 
de transmisión sexual y VIH/ SIDA. En 
casos excepcionales, y cuando el profe-
sional así lo considere, podrá prescribir, 
además, otros métodos de los autorizados 
por la Administración Nacional de Medi-
camentos, Alimentos y Tecnología Médica 
(ANMAT) debiendo asistir las personas 
menores de catorce (14) años, con sus pa-
dres o un adulto responsable”.

Contrariamente a lo que ocurría con la 
norma anterior, en este caso la reglamen-
tación pone una edad de referencia —14 
años—, y señala que debe actuarse “pro-
curando la asistencia de un adulto de refe-
rencia” en las consultas y con los “padres” o 
un “adulto responsable” en la prescripción 
de métodos, pero señalando que ello era 
particularmente necesario en el caso de 
los menores de 14 años, sin que quede del 
todo claro cómo proceder con las personas 
mayores a esa edad.

Por su parte, el Ministerio de Salud, a 
través de un documento de acuerdos apro-
bado como Anexo I de la res. 65/2015 (26), 
se pronunció sobre el criterio de “invasi-
vidad” utilizado por el art. 26, el cual debe 
leerse como tratamientos de “gravedad 
que impliquen riesgo para la vida o riesgo 
grave para la salud”. Argumentan que se 
colige a partir de su ubicación en un lis-
tado que no solo califica el término como 
“invasivo que comprometa el estado de sa-
lud”, sino que además se lo asocia a trata-
mientos que “provocan un riesgo grave en 
su vida o integridad física”. Por tanto, es de 
comprensión del Ministerio que ampliar 
el tipo de tratamientos contemplados en 
la excepción a la presunción de la capaci-
dad es restrictivo del derecho a la salud in-
tegral e injustificado” (27). Esta resolución 

ministerial, en lo atinente a los derechos 
sexuales y reproductivos, “considera que 
las prácticas de salud sexual y salud re-
productiva en general y todos los métodos 
anticonceptivos transitorios en particular 
(incluyendo los implantes y los dispositi-
vos intrauterinos —DIU—) no son prácti-
cas “invasivas que comprometan el estado 
de salud’ en los términos del artículo 26. 
Ello implica que desde los 13 años (salvo 
en los casos en que fuera de aplicación 
una norma especial que otorgase mejor 
derecho desde una menor edad) las per-
sonas pueden acceder a los métodos anti-
conceptivos transitorios en forma autóno-
ma, como también al diagnóstico de VIH 
y al test de embarazo. En este sentido es 
importante recordar, que el/la adolescen-
te con el asesoramiento del/a profesional 
determinará, de acuerdo con las condicio-
nes del caso concreto, cuál es el método 
más adecuado. Esta decisión la tomará 
sobre la base de los criterios de elegibili-
dad (criterios técnicos basados en la evi-
dencia) y la aceptabilidad de cada método 
para el/la adolescente” (28).

4) La ley 26.130 de Esterilización (29)

El art. 1 de la ley 26.130 de intervencio-
nes de contracepción quirúrgica dispo-
ne: “...Toda persona mayor de edad tiene 
derecho a acceder a la realización de las 
prácticas denominadas “ligadura de trom-
pas de Falopio” y “ligadura de conductos 
deferente o vasectomía” en los servicios del 
sistema de salud.

Considera la doctrina que la regla ge-
neral del art. 26 cedería ante la clara dis-
posición de la norma especial, máxime si 
consideramos la gravedad y difícil reversi-
bilidad que tiene la decisión de someterse 
a una esterilización. En efecto, excedería al 
cuidado del propio cuerpo (30).

Sin embargo, recientemente el Ministe-
rio de Salud lanzó una campaña sobre el 
acceso de métodos que vuelven estéril a 
la persona, argumentando que desde esa 
edad los menores de edad pueden decidir 
sobre el cuidado de su propio cuerpo. El fl-
yer distingue a los adolescentes mayores de 
13 y 16 años:

“A partir de los 13 años se puede recibir y 
acceder al método anticonceptivo reversi-
ble que se elija, sin compañía de personas 
adultas. A partir de los 16 años además se 
puede acceder gratis a métodos anticon-
ceptivos permanentes: ligadura y vasecto-
mía”.

Peiró señaló en su artículo (31) que los 
métodos quirúrgicos de esterilización, di-
fícilmente reversibles, están destinados a 
personas que ya tienen hijos y están muy 
seguras de no querer tener más o a quienes 
tenerlos comprometería gravemente su sa-
lud y que, en este caso, son promocionados 
por el Ministerio y como mensaje destina-
do a adolescentes. En ese orden, concluye 
que dicho organismo no solo se lleva pues-
ta la esencia humana al banalizar la capa-
cidad de dar vida, sino que también ataca a 
la familia al desconocer explícitamente la 

autoridad parental en temas tan trascen-
dentes.

5) La ley 26.743 de Identidad de Géne-
ro (32)

Su art. 4º establece como requisito para 
solicitar la rectificación registral del sexo, 
el cambio de nombre de pila e imagen, 
acreditar la edad mínima de 18 años, con 
excepción de lo dispuesto en el art. 5º, que 
incorpora el procedimiento para los casos 
de menores de edad, en particular sobre la 
obtención del consentimiento informado. 
En ese orden, podemos advertir que estas 
normas no se refieren a tratamientos médi-
cos, por lo que no correspondería la aplica-
ción del art. 26.

No obstante ello, seguidamente esta ley 
establece en su art. 11 el “Derecho al li-
bre desarrollo personal”, donde regula lo 
concerniente a intervenciones quirúrgicas 
totales y parciales y/o tratamientos inte-
grales hormonales para adecuar el cuerpo, 
incluida la genitalidad, a la identidad de 
género autopercibida. Allí limita el alcance 
del art. 5º, ya que los menores de edad re-
querirán de una autorización judicial para 
la realización de intervención quirúrgica 
total o parcial.

Si bien la doctrina está de acuerdo con 
que el art. 26 no modificaría esta disposi-
ción, en tanto consideran que estas prácti-
cas médicas exceden el campo del cuidado 
del propio cuerpo y difieren en relación a 
los “bloqueadores hormonales”. Para Ke-
melmajer y otros, podrían ser administra-
dos a partir de los 10 años con su consenti-
miento y asentimiento de ambos progeni-
tores (33).

Asimismo, el documento anexado a la 
res. 65/2015 antes mencionado, considera 
que las prácticas de modificación corporal 
de la ley 26.743 ingresan en el ámbito del 
art. 26 y, en consecuencia, no debe reque-
rirse la autorización que dispone el art. 11.

6) La ley 26.862 de acceso integral a las 
técnicas de reproducción medicamente 
asistida (34)

La regla general de la ley 26.862 está in-
corporado en el art. 7º (35) que dispone 
que los beneficiarios deben ser personas 
mayores de edad. La única disposición 
que menciona a las personas menores 
de edad es el art. 8: “...También quedan 
comprendidos en la cobertura prevista de 
este artículo, los servicios de guarda de 
gametos o tejidos reproductivos, según la 
mejor tecnología disponible y habilitada 
a tal fin por la autoridad de aplicación, 
para aquellas personas, incluso menores 
de dieciocho (18) años que, aun no que-
riendo llevar adelante la inmediata con-
secución de un embarazo, por problemas 
de salud o por tratamientos médicos o 
intervenciones quirúrgicas puedan ver 
comprometidas su capacidad de procrear 
en el futuro”.

En este caso, dado que el artículo no 
contempla el mecanismo específico para 

(21) Ley 25.673 (B.O. 22/11/2002).
(22) LAFFERRIÈRE, Jorge Nicolás, “¿Solos con su 
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padres o, en su caso, de los miembros de la familia am-
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la toma de esta decisión por parte de me-
nores de 18 años, sería de aplicación el 
art. 26.

7) Leyes provinciales

Para el caso de colisión con leyes pro-
vinciales, Kemelmajer y otros señalan tres 
ejemplos que dan cuenta de la dificultad 
de prelación de normas en materia de ci-
rugías estéticas no reparadoras: La ley 2541 
de la Provincia de La Pampa establece la 
obligatoriedad de realizar una evaluación 
psicofísica completa a todos los menores 
de 18 años a quienes se les practiquen ci-
rugías únicamente de orden estético, por 
cualquier profesional de salud. En cambio, 
La Rioja y Corrientes, por leyes 8422 y 5927, 
prohíben la promoción de prácticas médi-

cas de implante y/o cirugías estéticas a me-
nores de edad.

II. Conclusiones

En la actualidad vemos que nuestro país 
adoptó un sistema gradual de capacidad 
para el menor de edad con relación a de-
terminados actos, aplicando el principio de 
autonomía progresiva. También que la te-
mática de la salud sexual fue la primera en 
dónde se planteó la discusión acerca de la 
capacidad de los menores de edad para in-
tervenir por sí mismos en temas médicos.

Asimismo, advertimos sobre las diver-
sas interpretaciones del art. 26 en el caso 
de los actos atinentes al derecho a la sa-
lud, incluyéndolos en las categorías de 

tratamientos “invasivos” y “no invasivos”. 
En ese orden, opinamos que dichas clasi-
ficaciones deben existir siempre y cuando 
protejan los derechos personalísimos del 
adolescente, ya que creemos que todavía 
no posee la madurez suficiente para dis-
cernir, decidir y/o asumir las consecuen-
cias de ciertos actos —entre los cuales 
pueden traerse los ya enumerados—, y 
necesiten de la asistencia y contención de 
sus progenitores.

Adicionalmente, analizamos cómo la 
doctrina advirtió el interrogante que sur-
ge en torno a cuál regulación cabría apli-
car cuando se encontraran en pugna los 
supuestos del art. 26 y las leyes especiales, 
que regulan distintos aspectos de la salud y 
las decisiones sobre el propio cuerpo.

En este sentido, concluimos que la autono-
mía progresiva en materia médica reconoce 
su límite en los supuestos específicos de la 
legislación especial. Por su parte, Lafferrière 
entiende que en este caso se aplicaría la cues-
tión de los conflictos entre la ley general y ley 
especial; y que, en tanto no sean derogadas, 
siguen rigiendo las normas de la legislación 
especial para los específicos casos allí trata-
dos, ya que consideran situaciones particu-
lares que fueron motivo de una regulación 
propia. Comulgamos con esta postura y au-
guramos que en los casos de contradicción 
se armonicen las legislaciones a favor del su-
perior interés del menor de edad y su papel 
como individuo y miembro de una familia.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/830/2023

Panorama | Corte Suprema 

Juez competente en la liquidación de la so-
ciedad conyugal

El tribunal del divorcio es competente para 
conocer en la liquidación de la sociedad 
conyugal, pues cuando existe un juicio en 
sustanciación o con sentencia firme, las 
acciones conexas a este que se refieran 
a los efectos de la disolución del vínculo 
conyugal y no involucren cuestiones to-
cantes a los hijos menores de edad, deben 
quedar radicadas ante el juez que previ-
no —arts. 717, CCyC; y 5º, inc. 8, CPCyC— 
(del dictamen de la Procuración General 
que la Corte hace suyo).

CS, “C., H. D. c. F., D. C. s/división de bie-
nes”, 28/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/11242/2023

Se revoca la declaración de inconstitucio-
nalidad

La declaración de inconstitucionalidad del 
art. 25 de la ley 24.241 aparece desprovista 
de sustento fáctico y basada en argumen-
tos que no guardan relación con los he-
chos de la causa, por lo que corresponde 
su revocación. Permitir que el trabajador 
que cotizó solo por una parte de su salario 
de actividad en virtud del límite contenido 
en el art. 9º de la ley 24.241, obtenga una 
prestación que incluya las sumas por las 
que no contribuyó al sistema, constituiría 
un verdadero subsidio contrario a la protec-
ción del esfuerzo contributivo realizado por 
el conjunto de los afiliados (de la doctrina 
de la Corte sentada en “Gualtieri”, Fallos: 
340:411, TR LALEY AR/JUR/15414/2017, a 
la cual remite).

CS, “Calderón, Carlos Héctor c. ANSeS s/re-
ajustes varios”, 28/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/11186/2023

Incumplimiento en el transporte aéreo. 
Competencia federal

La justicia federal es competente para en-
tender en el reclamo de los daños deriva-
dos del incumplimiento de los contratos 
de transporte aéreo ocurrido como conse-
cuencia de las medidas adoptadas a raíz 
del COVID-19, pues incumbe a dicho fuero 
el juzgamiento de los asuntos relacionados 
principalmente con el servicio de transpor-
te aéreo comercial, entendido como la serie 
de actos destinados al traslado en aerona-
ve de personas o de cosas, de un aeródro-
mo a otro, y sujetas a los preceptos del Có-
digo Aeronáutico, su reglamentación y las 
disposiciones operativas de la autoridad 
aeronáutica (del dictamen de la Procura-
ción General que la Corte hace suyo).

CS, “Goya, Rocío Ayelén y otro c. Aerovías 
de México SAC de CV s/daños y perjuicios”, 
28/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/11167/2023

Prescripción de acciones contra el contribu-
yente

La prescripción de las acciones contra 
el contribuyente concursado —importa-
dor— derivada de los arts. 32 y 56 de la 
ley 24.522 no extingue la acción contra la 
compañía de seguros. Dada la finalidad 
declarada en el Código Aduanero, acaeci-
do el siniestro —la falta de pago del tributo 
aduanero debido, en razón de la situación 
de insolvencia que derivó en la quiebra—, 
se configura para la aseguradora la obliga-
ción asumida en el contrato de seguro de 
caución y ninguna norma o cláusula decla-
ra una responsabilidad de carácter acceso-
rio ni tampoco la obligación de la Aduana 
de verificar su crédito en el concurso o en 
la quiebra del importador de forma previa 
a exigirlo a la compañía aseguradora (del 
voto en disidencia del Dr. Rosatti. La Corte, 
por mayoría, declaró inadmisible el recurso 
extraordinario por aplicación del art. 280 
CPCyC).

CS, “La Mercantil Andina Cía. Arg. de Seg. 
S.A. c. EN -DGA- resol. 3455/09 (expte. 
601909/03) s/Dirección General de Adua-
nas”, 28/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/11153/2023

Recursos del migrante

La sentencia que tuvo por no presentado el 
recurso de apelación de un migrante es ar-
bitraria. El defecto que determinó la suerte 
del recurso del migrante —en la carta po-
der— no fue advertido por la Defensa Pú-
blica Oficial ni por la Dirección Nacional de 
Migraciones (que no opuso la excepción de 
falta de personería en la etapa preliminar, 
ni hizo referencia alguna a la cuestión en 
sus presentaciones posteriores, ni aun al 
contestar el traslado del recurso extraor-
dinario) o el Ministerio Público Fiscal (que 
dictaminó en el expediente en tres opor-
tunidades, en dos de ellas respecto de la 
admisibilidad del recurso judicial directo); 
tampoco por el Poder Judicial de la Nación, 
lo que permitió que el expediente se ini-
ciara, desarrollara y concluyera en primera 
instancia, pasando el alegado defecto en la 
acreditación de la representación inadver-
tido hasta luego del llamado de autos al 
acuerdo.

CS, “Li, Qingyu c. EN - M Interior - DNM 
s/recurso directo DNM”, 28/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/11156/2023

Revisión de la condena penal

El rechazo del recurso interpuesto con-
tra la condena a una mujer por el delito 
de homicidio debe ser dejado sin efecto. 
El Tribunal de Casación, al desatender 
aspectos relevantes, no solo incurrió en 
arbitrariedad, sino que incumplió el es-
tándar de revisión amplia y exhaustiva 
del fallo condenatorio establecido en 
“Casal” —Fallos: 328:3399; TR LALEY 
AR/ JUR/2667/2005—, con grave me-
noscabo de las normas federales involu-
cradas en el caso (Convención Belém do 
Pará, su ley reglamentaria 26.485 y Con-
vención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad). Pese a que esas 
deficiencias fueron señaladas por la de-
fensa, el a quo convalidó sin fundamen-
tación idónea aquella decisión, lo que 
descalifica a su pronunciamiento desde 
la perspectiva de la doctrina de la ar-
bitrariedad, pero también del art. 8.2.h 
de la CADH y 14.5 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos, y las 
normas federales mencionadas (del dic-
tamen de la Procuración General que la 
Corte hace suyo).

CS, “D., N. L. s/ recurso extraordinario de 
inaplicabilidad de ley”, 23/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/8781/2023

Hábeas data. Base de datos de tarjetas de 
crédito

La justicia provincial es competente para 
entender en el hábeas data por el cual se 
pretende tomar conocimiento de la infor-
mación que figura a nombre de una per-
sona en las bases de datos de una tarjeta 
de crédito, en razón de que comenzó a 
recibir intimaciones de abogados exigién-
dole el pago de una supuesta deuda. La 
ley 25.326 de Protección de Datos Perso-
nales establece la competencia federal 
solo en los casos en los que se persigue 
acceder a datos o contenidos que constan 
en bases públicas de información o inter-
conectadas en redes interjurisdiccionales, 
situación que no se observa en la causa 
donde se acciona exclusivamente contra 
una entidad privada y, hasta el momen-
to, no se dirige a revisar eventuales datos 
que consten en la Central de Deudores del 
Sistema Financiero que gestiona el BCRA 
o en las bases de información que gestio-
nan las empresas de informes crediticios 
(del dictamen de la Procuración General 
que la Corte hace suyo).

CS, “Redondo, Cintia Fabiana c. Tarjeta Na-
ranja SA s/hábeas data”, 23/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/8721/2023

Desistimiento de la queja

Se tiene por desistida la queja. Ante la re-
nuncia a la representación legal expresada 
en la queja por la apoderada del Servicio 
Penitenciario Federal, la recurrente fue in-
timada y notificada a que designe nuevo 
apoderado dentro del plazo de 10 días, bajo 
apercibimiento de ley (arts. 56 y 57 del CP-
CyC) y luego se reiteró la intimación en for-
ma excepcional sin que diera cumplimiento 
al requerimiento formulado.

CS, “Colonia Penal de Ezeiza (U.19) y otros 
s/hábeas corpus”, 16/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/6309/2023

Acceso al agua potable. Explotación petro-
lera. Incompetencia de la Corte Suprema

El amparo colectivo deducido contra el Es-
tado Nacional, dos provincias, un municipio 
y sociedades comerciales que realizan ex-
plotación petrolera por la emergencia hídri-
ca y ambiental que impide a una población 
un regular acceso al agua potable es aje-
na a la competencia originaria de la Corte 
Suprema. Ni los elementos probatorios ni 
las medidas preliminares adoptadas por el 
tribunal, en forma previa a la definición de 
su competencia, resultan suficientes para 
tener por acreditada la interjurisdiccionali-
dad exigida en este tipo de procesos a los 
efectos de la procedencia del fuero federal.

CS, “López, María Teresa c. Provincia de 
Santa Cruz y otros (Estado Nacional) s/ am-
paro ambiental”, 16/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/6389/2023

Conflicto de competencia en la estafa. Ven-
ta por internet

Corresponde al Juzgado provincial que pre-
vino continuar con el conocimiento de la 
denuncia por estafa cometida a través de 
una venta por internet, teniendo en cuen-
ta el lugar donde se realizó la disposición 
patrimonial y acudió la víctima para hacer 
valer sus derechos (del dictamen de la Pro-
curación General que la Corte hace suyo).

CS, “N.N. s/incidente de incompetencia”, 
16/02/2023.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/6326/2023

Alcance del beneficio a personas desapare-
cidas y fallecidas, que estuvieron a disposi-
ción del Poder Ejecutivo

No puede admitirse la interpretación dada 
por la Cámara consistente en escindir el 
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